	Buenos Aires, 

VISTO Y CONSIDERANDO: 

En la Ciudad de Buenos Aires reunidos los integrantes de la Sala VI a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicando el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación. 

EL DOCTOR LUIS A. RAFFAGHELLI DIJO: 

Contra la sentencia de primera instancia que hizo parcialmente lugar a la demanda interpuesta viene en apelación la parte actora a tenor del memorial recursivo obrante a fs. 357/361 contestado a fs. 364I/368. 

Asimismo, por derecho propio, la representación letrada de la parte demandada a fs. 353, y la de la parte actora a fs. 361 vta., cuestionan los honorarios que les fueron regulados por considerarlos reducidos. 

En primer lugar, cabe señalar que de conformidad con lo decidido a fs. 209/210 existe cosa juzgada entre lo debatido en este expediente y lo resuelto en el expediente nro. 5064/2007 con sentencia de esta Sala nro. 60998 del 26/11/2008, en relación con los hechos en que se fundó el despido. 

En este orden de ideas, cabe señalar que contra la decisión de grado de fecha 30/4/2010, el actor interpuso revocatoria con apelación en subsidio (fs. 217/218) desestimada que fue la revocatoria a fs. 219 se tuvo presente la apelación en los términos del art. 110  LO, la que no fue mantenida por la recurrente en su presentación de fs.357, por lo que llega firme a esta alzada que hay cosa juzgada en relación con los hechos en que se fundó el despido de autos, por lo que el acaecimiento de los mismos es un hecho que no puede debatirse en autos, debiendo limitarse el examen de la causa a la valoración de la injuria, es decir si los hechos imputados a los actores y probados, resultan suficientemente impeditivos de la prosecución del vínculo dependiente que uniera a las partes. 

En este sentido adelanto mi opinión coincidente con la valoración efectuada al respecto en la sentencia de grado, puesto que entiendo que la conducta asumida por los trabajadores en este caso -consistente en el desvío de llamados telefónicos para solicitud de adhesión y/o reconexión del servicio, por orden a concretar la percepción de comisiones diferenciales- choca con el elemental principio de buena fe que debe imperar en todos las instancias contractuales, tanto al celebrar, como al ejecutar o al extinguir el contrato. En el caso, las partes debieron actuar de acuerdo con los principios impuestos por la recíproca lealtad de conducta. 

En dicha inteligencia, y en el marco de los deberes de conducta y buena fe que deben primar en el contrato de trabajo considero que lo acontecido constituye una injuria de gravedad suficiente en los términos del artículo 242  de la L.C.T. que impidió la prosecución del vínculo laboral y justificó la medida rupturista adoptada por la empleadora. 

Asimismo, destaco que para que se configure el despido con justa causa, de conformidad con lo establecido por el artículo 242 de la L.C.T., la injuria que justifique la extinción del vínculo contractual debe revestir una entidad tal que desnaturalice los términos sobre los que se desarrolla la relación, imposibilitando que ésta prosiga. 

En cuanto a lo planteado en el memorial recursivo en examen, en relación al rechazo del daño moral, adelanto que no tendrá acogida favorable puesto que lo expresado al respecto no constituye una crítica concreta y razonada de los elementos que llevaron al sentenciante a decidir su rechazo, en el caso el presentante no rebate los fundamentos de la sentencia al respecto, sino que se limita a verter manifestaciones meramente genéricas de disconformidad con lo decidido. 

Al respecto, forzoso resulta puntualizar que la expresión de agravios debe constituir una exposición jurídica que contenga el análisis serio, razonado y crítico de la sentencia recurrida, expresando argumentos tendientes a descalificar los fundamentos en los que se sustenta la solución adoptada en el decisorio, invocando aquella prueba cuya valoración se considera desacertada o poniendo de manifiesto la incorrecta interpretación del derecho declarado aplicable a la controversia (art. 116  L.O.), debiéndose demostrar, punto por punto, la existencia de errores de hecho o de derecho en que pudiera haber incurrido el juzgador y la indicación precisa de las pruebas y de las normas jurídicas que el recurrente estime le asisten. 

En cuanto al planteo recursivo vinculado con la indemnización prevista por el art. 80  de la Ley de Contrato de Trabajo, adelanto que la queja tendrá favorable andamiento. 

En este orden de ideas, considero que asiste razón a los presentantes, puesto que de la prueba documental aportada por Telecentro (fs. 62, fs. 67, fs. 82, y fs.89) surge tanto el hecho de la intimación cursada por los actores como la circunstancia de que al momento de disolver el vínculo la empleadora pone a disposición de los actores las correspondientes certificaciones, sin embargo y de conformidad con las certificaciones que obran a fs. 151/157 y a fs. 164, las mismas no se encontraban disponibles a la fecha del despido sino recién en el mes de febrero del año 2010 cuando la extinción data del año 2006. 

Por tanto, de prosperar mi voto, propongo modificar el fallo apelado en este punto y se condene a la demandada al pago de este concepto por la suma de $5.606,37 para la coactora Basso y la de $7.952,76 para el coactor Bazán; montos que adicionados a los condenados en primera instancia arrojan un total de $8.657,67 para la coactora Basso y de $12.281,11 para el coactor Bazán. 

Dichas sumas llevarán los accesorios dispuestos en la sentencia de grado. 

En atención a la naturaleza de la cuestión debatida en autos, y al resultado final del presente pleito, considero adecuado imponer las costas de ambas instancias por su orden y las comunes por mitades (art. 68, 2do. Párrafo, y art. 279  CPCCN). 

En virtud de las previsiones del art. 279, CPCCN, estimo los honorarios correspondientes a la representación y patrocinio letrado de la parte actora, demandada y perito contador en las respectivas sumas de $6.000, $5.000 y $2.500. 

Los honorarios correspondientes a la actuación profesional ante esta alzada se estiman para los presentantes de fs. 357 y de fs. 364I en el .% de lo correspondiente a la etapa anterior. 

Ello así en atención a la naturaleza y extensión de los trabajos profesionales cumplidos, al resultado final del pleito y a las pautas arancelarias vigentes (art. 38  LO y dto. 16638/57) 

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO: 

Que adhiere al voto que antecede. 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art. 125  de la ley 18.345), el Tribunal RESUELVE: I) Modificar el fallo apelado. II) Establecer el monto de condena en la suma de $8.657,67 para la coactora Basso; y en la de $12.281,11 para el coact5or Bazán con los accesorios dispuestos en la sentencia de grado. III) Confirmar en lo restante que decide. IV) Imponer las costas de ambas instancias por su orden y las comunes por mitades (art. 68 2do. párrafo y art. 279 CPCCN). V) Regular los honorarios correspondientes a la representación y patrocinio letrado de la parte actora, demandada y perito contador en las respectivas sumas de $., $. y $. VI) Regular los honorarios de alzada para los presentantes de fs.357 y de fs. 364I en el .% de lo correspondiente a la etapa anterior. 

Regístrese, notifíquese y vuelvan 

LUIS A. RAFFAGHELLI - JUEZ DE CAMARA - 

JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID - JUEZ DE CAMARA -


